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Accionante: 
LUCILA ARÉVALO 

Accionado: 
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. “[H]a sido vulnerado el derecho fundamental a la seguridad social de la señora Lucila Arévalo, pues se ha evidenciado a lo largo de este trámite que la Administradora Colombiana de Pensiones ha asumido un comportamiento obstinado en el estudio de su situación concreta, sometiéndola a pesar de su avanzada edad y evidente estado de incapacidad, a largos trámites y diligencias, y escudándose en pretextos que finalmente de ninguna manera conllevan a brindarle una solución efectiva.Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, considera esta Colegiatura que lo oportuno será conjurar el menoscabo que se le ha causado a la accionante en sus derechos, y acorde con ello, se habrá de   revocar la decisión de primer grado, para en su lugar tutelar el derecho fundamental a la seguridad social de la señora Lucila Arévalo, por lo tanto se ordenará a la entidad Asalud Ltda. que proceda a efectuar las gestiones administrativas que sean necesarias para calificar el estado actual de invalidez de la accionante, para lo cual se le concederá el término de cinco (05) días, igualmente, se ordenará a Colpensiones que una vez tenga a su disposición el dictamen de pérdida de capacidad laboral actualizado, proceda a estudiar si la señora Lucila cumple o no con los requisitos para que le sea reconocida una pensión de invalidez, gestión que deberá realizar en el plazo de un (01) mes.”.
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	Radicación: 
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	Procedencia: 
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira 

	Accionante: 
	Dra. Luz Dary Quintero Torres, apoderada judicial de Lucila Arévalo

	Accionado: 
	Colpensiones

	Decisión: 
	Revoca y tutela seguridad social 


ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUCILA ARÉVALO, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual decidió negar la protección constitucional reclamada. 
ANTECEDENTES

La abogada Luz Dary Quintero Torres, actuando en calidad de apoderada judicial de la señora Lucila Arévalo, instauró acción de tutela en contra de Colpensiones, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, petición, seguridad social y mínimo vital. 
De los hechos narrados en su escrito, se pueden extraer los siguientes: 
· La señora Lucila Arévalo tiene actualmente 90 años de edad, en su vida laboral cotizó al Sistema General de Seguridad Social un total de 381 semanas, así lo certificó el ISS hoy liquidado mediante Resolución No. 4926 del 11 de septiembre de 1996. 
· El ISS determinó que tenía una pérdida de capacidad laboral del 55.55%, con estructuración del 19 de junio de 1996, calificación que fue certificada por Colpensiones en tres resoluciones diferentes. 

· Desde el 15 de marzo de 1996 la señora Lucila inició su solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez, lo ha intentado en cinco oportunidades, pero siempre se le ha negado con el argumento de que no tienen la calificación de invalidez de la accionante, ni las semanas cotizadas. 
· Actualmente Colpensiones indica que la señora Lucila debe ser calificada nuevamente, sin embargo, al solicitarle a  Asalud Ltda que lo hiciera, ésta entidad respondió que no era posible efectuar una nueva calificación de invalidez, toda vez que según la información dada por Colpensiones, ya existía un dictamen de PCL en firme expedido por el ISS liquidado.

· Si se tiene en cuenta la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral de la señora Lucila, la normativa aplicable es la de la Ley 100 de 1993, conforme a la cual, el requisito para pensionarse por invalidez, es haber cotizado como mínimo 26 semanas al momento de generarse la invalidez, mientras hubiera estado cotizando, o 26 semanas del año inmediatamente anterior, cuando hubiera dejado de cotizar al sistema. Requisito con el cual cumple, pues para ese momento tenía cotizadas 204.3 semanas. 
· Colpensiones ha mencionado también que el ISS había reconocido anteriormente a la señora Lucila una indemnización sustitutiva de pensión de vejez; sin embargo, ella nunca ha cobrado tal indemnización. 
Sobre este punto, Colpensiones no tiene certeza de ello, pues en su antigua nómina se indica que no la cobró, pero tampoco figura el reintegro del dinero por ese concepto. 
Por tal razón, la señora Lucila presentó una declaración extrajuicio del mes de abril de 2015, donde manifestó bajo la gravedad de juramento que no ha cobrado dicha indemnización.  

· La señora Lucila es una persona de la tercera edad, se encuentra en estado de indefensión por su deteriorado estado de salud y sobrevive de la caridad de sus vecinos. Lleva veinte años esperando la pensión a la cual tiene derecho, y requiere para vivir en condiciones dignas. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA E IMPUGNACIÓN 
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 22 de febrero, en la que se resolvió negar la protección constitucional reclamada; dicha decisión fue objeto de impugnación por parte de la apoderada judicial de la señora Lucila, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 3 de abril de 2017, decretar la nulidad del fallo, ello por cuanto se estimó necesaria la vinculación a este asunto de la entidad Asalud Ltda. 

Así las cosas, por medio de auto del 5 de abril del año avante, el Juzgado de primer nivel acogiéndose a tal disposición procedió a la vinculación de la mencionada entidad.   
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, la Juez Cognoscente resolvió negar la acción de tutela mediante fallo del 24 de abril del año avante, bajo argumentos casi idénticos a los que se tuvieron en cuenta en la decisión anulada, entre ellos que, aunque la accionante demostró el riesgo inminente al que se encuentra expuesta, lo que hace posible la intervención eventual del Juez constitucional obviando el proceso ordinario; consideró que el dictamen de pérdida de capacidad laboral que allegó debe ser actualizado, puesto que no se le puede impartir legalidad a un dictamen de pérdida de capacidad laboral que fue expedido hace más de veinte años, ya que a la luz de los artículos 41 y 44 de la Ley 100 de 1993, éste ya perdió vigencia. 
Por otra parte, dejó por sentado que aunque en una de las Resoluciones emitida por Colpensiones se había discutido una posible incompatibilidad de la pensión de invalidez solicitada, con una indemnización sustitutiva de pensión de vejez que anteriormente se le reconoció, dicha teoría fue dejada a un lado con las dos resoluciones posteriores, donde el tema central fue el de la vigencia del dictamen de pérdida de capacidad laboral. 
Finalmente, hizo mención a un asunto que llamó la atención del Despacho, y es un documento que obra a folios 22 y 23 del expediente, donde reposa la Resolución No. 000257 de 1998 y una nota anexa, por medio de las cuales el ISS negó el reconocimiento de pensión de invalidez a la señora Lucila, al establecer que no existió relación laboral dependiente con uno de los empleadores que figuran en su registro, por lo que las cotizaciones realizadas con éste carecen de validez. 

Una vez notificada, la señora Lucila allegó un escrito del 26 de abril del año avante, mediante el cual manifestó que impugnaba la decisión. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Corporación si por parte de Colpensiones se han vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad social y mínimo vital de la señora Lucila Arévalo, el negarle el reconocimiento de la pensión de invalidez que ha reclamado en múltiples ocasiones. 
3. Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

En primer lugar habrá de decirse que la presente acción de tutela es procedente en la medida que estamos de cara a un derecho fundamental como es el de la seguridad social de una persona que actualmente tiene 90 años de edad, lo cual la ubica dentro de ese grupo poblacional denominado “tercera edad”, y por tanto es un sujeto de especial protección constitucional, dicha situación amerita que sea el Juez Constitucional quien en esta oportunidad intervenga para determinar si tales derechos han sido transgredidos por parte de Colpensiones, y de ser así, se proceda a su protección mediante la emisión de las órdenes a que haya lugar. 
Materia de decisión para esta Colegiatura la constituye la pretensión de la representante judicial de la señora Lucía Arévalo, en el sentido de conceder la protección constitucional reclamada, ello por cuanto su prohijada lleva más de veinte años intentando obtener el reconocimiento a la pensión de invalidez a la cual considera tener derecho, sin que hasta ahora ello haya sido posible, a pesar de existir un dictamen de PCL superior al 50%, y haber acreditado el requisito de las 26 semanas cotizadas para el año anterior a su fecha de estructuración. 
De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que el 26 de abril de 2016 se expidió la Resolución GNR 120160, mediante la cual se le negó a la señora Lucila el reconocimiento a la Pensión de invalidez, decisión que fue objeto de recurso de reposición resuelto mediante Resolución GNR 209832 del 18 de julio de 2016, y apelación resuelto en la Resolución VPB 32458 del 16 de agosto de 2016, recursos en los cuales se mantuvo la decisión inicial. 
Del presente asunto se desprenden dos problemáticas a saber, la primera de ellas tiene que ver con la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que se le reconoció a la señora Lucila el 6 de mayo de 1998, y frente a la cual afirma que jamás reclamó ese dinero, y es importante, toda vez que fue una de las causales tenidas en cuenta por Colpensiones para negar la prestación reclamada; la segunda de ellas tiene que ver con la validez del dictamen de pérdida de capacidad laboral, toda vez que éste no reposa dentro del expediente administrativo sobre el cual ha efectuado su estudio la entidad. 
1. Sobre el primer tópico hay varios aspectos que se quieren resaltar en esta oportunidad: 

a) En la parte considerativa de la Resolución GNR 209832 del 18 de julio de 2016, Colpensiones sugirió que como no hay nada que permita corroborar que se haya reintegrado el dinero correspondiente a la indemnización ingresada en la nómina de la señora Lucila en el año 1998, ello permitía inferir que tal emolumento fue efectivamente reclamado: 
“Para resolver, se considera:

Que con el fin de determinar si la solicitante cobró la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez reconocida a través de la Resolución No. 002552 del 06 de mayo de 1998, se realiza el requerimiento interno e n bz 2016_3996179 se solicita a la Gerencia de Nomina solicito tu colaboración para conocer si la solicitante de cc 24461766 cobró la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez fue cobrada o no, toda vez que al consultar la nómina antigua se indica que la señora nunca cobró la indemnización, responde:

"Se verifica en la nómina y no figuran reintegro por la indemnización En la nómina antigua no se puede evidenciar que no cobro, solamente se evidencia el ingreso de la indemnización.

Verificar en el Expediente si existe algún soporte del no cobro de la indemnización porque en la nómina no se tiene más información"

Así las cosas, es pertinente afirmar que la recurrente efectuó el cobro de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez reconocida por el Instituto de los Seguros Sociales, toda vez que no obran reintegros”
Lo que se desprende del anterior presupuesto, es la desorganización administrativa de la entidad accionada, la cual pretende desligarse del inconveniente probatorio que presenta, imponiendo a la accionante las consecuencias de su desorden en beneficio propio.

b) La accionante adjuntó a su escrito de tutela una declaración jurada ante notaría, en la cual la señora Edelmira Vásquez López afirmó que es quien se hace cargo de la señora Lucila y ha estado pendiente de sus necesidades desde que quedó invalida en el año 1996, tanto en sus necesidades y sustento diario como su estado de salud, por lo tanto, le consta de forma directa que la señora Lucila nunca ha recibido mesadas por pensión de invalidez, ni tampoco ha recibido una indemnización sustitutiva de pensión de vejez. 

Aunque no podría tenerse esta como un premisa incuestionable, si puede ser tenida en cuenta como uno de los aspectos que lleve a suponer que tal reclamación dineraria no se efectuó, pues recuérdese que tampoco hay una afirmación certera de Colpensiones que lo pueda desvirtuar. 
c) A pesar de lo dicho atrás, no es tan imprescindible zanjar en esta oportunidad el tema de si se reclamó o no el dinero correspondiente a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez por parte de la señora Lucila, pues sobre este tópico es importante aclarar que en el presunto evento en que hubiera ocurrido, ello no se torna en una causal de incompatibilidad con la pensión de invalidez que en esta oportunidad reclama, y así ha sido expuesto por la H. Corte Constitucional, la cual ha sido enfática al señalar que como quiera que los aportes que respecto a pensión se realizan, van encaminados a cubrir las contingencias de invalidez, vejez o muerte, no es posible afirmar que el reconocimiento de una de estas excluye automáticamente las otras, de manera que, la Corte no descarta la posibilidad de que con posterioridad al reconocimiento de una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, le pueda ser reconocida una pensión de invalidez:  

“(…) Por lo anterior, puede afirmarse que quien recibió una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez puede seguir cotizando al sistema pensional válidamente con el objeto de cubrir riesgos diferentes, tales como la invalidez. En otras palabras, puede decirse que, actualmente, tanto la jurisprudencia constitucional como laboral, reconocen que las disposiciones sobre indemnización sustitutiva contenidas en la Ley 100 de 1993 y en los Decretos dictados con anterioridad a la misma deben interpretarse de un modo amplio, entendiendo que una persona que ha recibido la mencionada indemnización como sustituto de la pensión de vejez no puede seguir cotizando a efectos de alcanzar este tipo de prestación pero sí para pensionarse por una contingencia diferente, cubierta por el régimen de pensiones.

(…) En ese sentido, si bien la accionante manifestó estar imposibilitada para seguir cotizando al sistema al momento de solicitar la pensión de vejez, también tiene razón en afirmar que esta declaración no implicaba una renuncia a todas las demás prestaciones derivadas del sistema general de pensiones lo cual, en todo caso, significaría prácticamente una renuncia a su derecho fundamental a la seguridad social, lo cual es a todas luces inconstitucional. Sin embargo, así parece entenderlo Colpensiones, derivando de ello una decisión abiertamente contraria a la Carta y a la jurisprudencia constitucional, lo cual no sólo implica la afectación del mencionado derecho fundamental sino de otros, tales como los derechos fundamentales a la vida digna y al mínimo vital de un sujeto de especial protección constitucional.”

Queda claro que bajo ninguna circunstancia una persona que ha recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, renuncia al derecho de pensionarse por alguno de los otros riesgos por los cuales ha cotizado al sistema general de seguridad social, y de cualquier forma, Colpensiones está facultada para que en el caso de estudiar si es viable o no reconocer la pensión de invalidez que reclama la accionante, refleje en el pago del retroactivo pensional el descuento a que haya lugar por ese concepto.  
2. El otro asunto que debe ser desarrollado en esta oportunidad, es el que tiene que ver con la validez del dictamen de pérdida de capacidad laboral expedido por el extinto ISS el 16 de mayo de 1996, donde se determinó que el porcentaje de PCL de la señora Lucila era para esa época del 55.59%; acerca de esto, se vislumbra que dentro de sus resoluciones, en varias oportunidades Colpensiones le ha reiterado a la accionante que debe aportar un dictamen de pérdida de capacidad laboral actualizado para elevar una nueva solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, sin embargo, también hay prueba
 de la negativa de la entidad Asalud Ltda. (la cual se encarga de efectuar las calificaciones de dicha administradora de pensiones) para llevar a cabo la calificación, al afirmar que no es posible acceder a su solicitud “…toda vez que de acuerdo con la información suministrada por COLPENSIONES…, la señora Lucila Arévalo ya cuenta con un dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral en FIRME, el cual fue expedido por el extinto Instituto del Seguro Social.”. 
Así las cosas, no se evidencia que a la señora Lucila se le haya dejado una alternativa diferente a la de acudir a esta acción constitucional, pues tanto Colpensiones como Asalud Ltda., se están trasladando entre sí su responsabilidad, pues la primera de ellas se niega a reconocer la pensión bajo el argumento de no existir un dictamen de PCL actualizado, pero la entidad que bajo su administración realiza las calificaciones, se niega a evaluar a la accionante.  
Finalmente, se observa que como efectivamente lo señaló el Despacho Cognoscente, en los folios 22 y 23 reposa una resolución y nota anexa, en la que el ISS niega la pensión de invalidez por no haberse acreditado el requisito de las 26 semanas en el último año inmediatamente anterior a la declaración de la PCL, pues se estableció que no existió relación laboral dependiente con uno de los empleadores que figuraban en su historia, tal situación no fue explicada por la accionante, sin embargo, en las posteriores Resoluciones expedidas ya por Colpensiones, se reflejan las cotizaciones de dicho empleador en su historia laboral, por lo que no queda claro si es que se trata de un error, o en algún   momento la señora Lucila solicitó la corrección de su historia laboral, situación que en todo caso deberá ser resuelta por Colpensiones.  
Los argumentos expuestos hasta ahora, son suficientes para llevar a esta Colegiatura a determinar que en efecto ha sido vulnerado el derecho fundamental a la seguridad social de la señora Lucila Arévalo, pues se ha evidenciado a lo largo de este trámite que la Administradora Colombiana de Pensiones ha asumido un comportamiento obstinado en el estudio de su situación concreta, sometiéndola a pesar de su avanzada edad y evidente estado de incapacidad, a largos trámites y diligencias, y escudándose en pretextos que finalmente de ninguna manera conllevan a brindarle una solución efectiva 
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, considera esta Colegiatura que lo oportuno será conjurar el menoscabo que se le ha causado a la accionante en sus derechos, y acorde con ello, se habrá de   revocar la decisión de primer grado, para en su lugar tutelar el derecho fundamental a la seguridad social de la señora Lucila Arévalo, por lo tanto se ordenará a la entidad Asalud Ltda. que proceda a efectuar las gestiones administrativas que sean necesarias para calificar el estado actual de invalidez de la accionante, para lo cual se le concederá el término de cinco (05) días, igualmente, se ordenará a Colpensiones que una vez tenga a su disposición el dictamen de pérdida de capacidad laboral actualizado, proceda a estudiar si la señora Lucila cumple o no con los requisitos para que le sea reconocida una pensión de invalidez, gestión que deberá realizar en el plazo de un (01) mes.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 24 de abril de 2017 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por la señora LUCILA ARÉVALO, a través de apoderado judicial. 
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental a la seguridad social de la señora LUCILA ARÉVALO. 

TERCERO: ORDENAR a ASALUD LTDA. que proceda a efectuar las gestiones administrativas que sean necesarias para calificar el estado actual de invalidez de la señora LUCILA ARÉVALO, para lo cual se le concederá el término de cinco (05) días. 

CUARTO: ORDENAR a COLPENSIONES que una vez tenga a su disposición el dictamen de pérdida de capacidad laboral actualizado, proceda a estudiar si la señora LUCILA ARÉVALO cumple o no con los requisitos para que le sea reconocida la pensión de invalidez, gestión que deberá realizar en el plazo de un (01) mes.  
QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Ver folio 41
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